Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 40 minutos) 


- En nombre de la Comisión de Educación y Cultura del Senado, la Presidencia da la bienvenida a integrantes de la Mesa 
Permanente de la Asamblea Técnico Docente (ATD) de UTU, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR FYNN.- En mi calidad de Presidente de la Mesa Permanente agradezco la rapidez con que este Cuerpo respondió a 
nuestra solicitud de audiencia. Entendíamos que finalizaba el año y hay aspectos sobre los que se va a seguir trabajando durante el 
verano, que van a afectar, fundamentalmente en este caso, la educación media básica. 


Deseo informar que hemos traído para todos los integrantes de la Comisión copia de ciertos documentos, algunos de los cuales 
son fundamentales, como ser, la resolución de la última Asamblea Nacional Técnico Docente que se realizó en Piriápolis entre los 
días 10 y 12 de octubre. Asimismo, hemos traído copia de una resolución del CODICEN relacionada con la educación media básica 
para jóvenes entre 15 y 18 años, que se aprobó el 17 de octubre, es decir, 5 días después de haber finalizado la Asamblea 
Nacional. Además, les hacemos entrega de una serie de antecedentes a efectos de buscar las referencias sobre lo que pasó 
anteriormente, a medida que realicemos nuestras exposiciones. 


En primer lugar, quisiéramos situar a los señores Senadores en lo que es el contexto de la propuesta que se está planteando. 
Como se sabe, mediante el voto del Parlamento, el CODICEN había solicitado al Banco Interamericano de Desarrollo una partida 
de U$S 107:000.000, a efectos de atender fundamentalmente las necesidades del Ciclo Básico, la transformación de la educación 
media superior, la formación docente y aspectos de gestión. Desde el comienzo, las Asambleas Técnico Docentes fueron invitadas 
a participar por el propio Presidente del CODICEN. El criterio que aplicó este Consejo, desde el primer momento, fue totalmente 
distinto al que manejó el anterior, ya que propuso la participación de las ATD desde un comienzo, en el marco de un proceso de 
transformación. Obviamente, hubo discusiones internas en las Asambleas, ya que es difícil congeniar las opiniones de los docentes 
sobre un tema cuya dirección no se conocía claramente. Incluso, no se sabía si ya existía algo elaborado y lo que íbamos a hacer 
era, simplemente, poner nuestra firma. De todos modos, nos arriesgamos. Decidimos apostar a la participación y así lo hicimos 
hasta que en mayo de 2001 se confecciona una serie de acuerdos genéricos sobre distintos temas. En la reunión final que tuvo 
lugar en la escuela del Buceo, los asesores del Banco Interamericano de Desarrollo -que habían venido a fiscalizar los documentos 
borradores que se estaban por acordar- plantearon que si bien dicho Organismo no financiaba la educación técnica, consideraban 
que la nueva propuesta de Ciclo Básico -en la que se planteaba una reformulación de la formación profesional básica, 
implementada con el Ciclo Básico- era interesante. Además, entendían que el Consejo y las ATD de UTU estaban de acuerdo en 
que esa era una propuesta viable. Por ese motivo, el Banco Interamericano de Desarrollo estaba dispuesto a financiar esa iniciativa 
que, obviamente, era necesario elaborar. 


Es así que comienzan a trabajar distintas Comisiones y, al mismo tiempo, se produce una serie de desencuentros entre los 
representantes del CODICEN en dichas Comisiones. Pero se da un proceso de todo un año -el 2001- en el que se llega a un 
documento de acuerdo con los inspectores y el Consejo de UTU y los delegados de las Asambleas Técnico Docentes, el cual es 
suscrito solamente por uno de los representantes del CODICEN. 


Posteriormente, el CODICEN disuelve esa Comisión y nombra otra. El tema se sigue discutiendo y llega un punto en el cual 
nosotros planteamos que deberíamos retirar los delegados si realmente no existe claridad en los objetivos que se estaban 
persiguiendo para este ciclo básico que estábamos proponiendo. 


La culminación rápida de todo esto es que se aprueba por parte de la Asamblea Técnico Docente de UTU, el MESyFOD, las 
organizaciones no gubernamentales y la Universidad de la República un documento de acuerdo sobre la propuesta de un ciclo 
básico de profesionalización. Esto es remitido por el Consejo de UTU -como centralizador de la propuesta- al CODICEN a los 
efectos de su aprobación. En esta instancia surge la circular del CODICEN en la que si bien se expresa que esta propuesta estaba 
avalada, entre otros, por el Consejo de UTU, cuando vamos a ver el documento, nos encontramos con que es la base del 
documento aprobado por las Asambleas Técnico Docentes y por UTU a la cual se le habían hecho agregados -una especie de 
recorto y pego- y un anexado de elementos que nunca se llegaron a discutir. 


Frente a esto consideramos que la situación no daba para más pues nos creaba una duda muy fuerte que es la siguiente. Si 
nosotros firmamos un acuerdo con el Consejo de UTU y con los delegados del MESyFOD que estuvieron participando y después 
que el CODICEN lo recibe, a través de sus asesores cambia su contenido y manifiesta que es el documento que se había 
aprobado, antes que nada nos lleva a la discusión de si realmente esto es válido. Por esta razón, pedimos que se revea ese 
documento, que se derogue como circular y que se vuelva al documento original. 


Otra duda que nos crea tiene que ver con lo siguiente. La Comisión de la Formación de Educación Media Superior viene trabajando 
muy bien desde el año 2001, incluso, ha llegado a acuerdos y a una propuesta concreta sobre la cual la Asamblea Técnico Docente 
permanentemente ha manifestado sus posiciones. Cabe aclarar que algunos de sus reclamos fueron atendidos y otros no, pero lo 
cierto es que ha marcado un camino de encuentros entre Secundaria, UTU, la Asamblea Técnico Docente de Secundaria y 
MESyFOD. 


Entonces, si en esta Comisión, en la que se firmaron documentos y se le introdujeron agregados ocurrió esto, nos queda la duda, 
desgraciadamente, de que vaya a ocurrir lo mismo cuando la propuesta de transformación de la educación media superior pase al 
CODICEN. Me refiero a si no pasará que se hagan modificaciones a documentos firmados que cambien sustancialmente la 
propuesta. 


Quería hacer, entonces, esta pequeña introducción como delegado a la Comisión de Transformación de la Educación Media 
Superior. Si los señores Senadores están de acuerdo, el compañero Blengini, delegado de la Comisión, que ha vivido todas las 


instancias, podría profundizar en este tema. 


SEÑOR BLENGIN!I.- En principio, quisiera aclarar que esta no es toda la documentación que refiere al tema y, por cierto, es mucho 
más profusa. De todos modos, es la más sustantiva. 


Este documento que se titula "Redefinición de la formación profesional básica", fue la fundamentación de solicitud de 
financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo para la transformación de la Educación Media Superior. Este documento se 
elaboró en mayo de 2001 en grupos formados por el CODICEN, con representantes de la Sala de Directores de Secundaria, las 
Asambleas Técnico Docentes, los cuerpos inspectivos y los Consejos Desconcentrados. Aquí se establece claramente que en el 
marco de la expansión de la cobertura del Ciclo Básico, se transforma la formación profesional de base de UTU, para jóvenes 
desertores que solamente han terminado Primaria y que tienen incompleto el Ciclo Básico, en un Ciclo Básico de carácter 
profesionalizante. Esto tiene dos objetivos centrales: culminar la educación media básica obligatoria y acreditar un nivel de 
formación profesional de base por familia ocupacional, es decir, no específica, sino por agrupamientos laborales. 


Este documento -al que hacía referencia mi compañero- es el que cuando la misión del Banco Interamericano de Desarrollo 
terminó las discusiones en Montevideo, con participación de los delegados docentes, plantea que ese Organismo no financia en 
ningún país de América Latina políticas de formación profesional de base que no acreditaran el Ciclo Básico terminado y que sólo lo 
hacía en la búsqueda de esos dos objetivos, o sea, porque iba a acreditar el Ciclo Básico y porque había acuerdo de base con el 
cuerpo docente. Luego de realizado este trabajo se disuelven los grupos y se comienza a dar una serie de situaciones bastante 
irregulares en las cuales se formaban y disolvían grupos. Ante esto, la Asamblea Técnico Docente de UTU planteó que no iba a 
proseguir en esa línea de trabajo y solicitó que se formalizara la situación. El Consejo de UTU, por resolución expresa, forma una 
Comisión integrada por todo el cuerpo inspectivo de UTU, los representantes de las Asambleas Técnico Docentes, los técnicos de 
MESyFOD y asesores del Consejo de UTU. Esto fue en diciembre del año pasado. 


A continuación, me voy a referir a un documento que no está en el repartido y del cual les vamos a dejar una copia. Se trata de un 
documento de avance firmado por el cuerpo inspectivo de UTU, con la ATD y con los Directores de Programa de UTU. 
Concretamente, es una propuesta avance de la propuesta de formación profesional base con Ciclo Básico. Este documento no fue 
avalado por el delegado del CODICEN, que si bien había participado durante tres meses en su discusión, se negó a firmarlo. Cabe 
destacar que muchas de sus visiones incidieron en la elaboración de este documento aunque, sin embargo, cuando se terminó de 
redactar, este delegado se negó a firmarlo. Por lo tanto, fue elevado sin su firma. 


En diciembre ese grupo fue disuelto, pero nos enteramos de esta situación cuando volvimos a trabajar en febrero. Dentro de la 
documentación van a encontrar una nota de la ATD que justamente plantea la posibilidad de averiguar qué había sucedido con esa 
instancia de trabajo. En mayo se nos convoca a un nuevo grupo, pero ya no a nivel de UTU, sino de CODICEN. La elaboración de 
la propuesta curricular había sido sacada de la competencia de la UTU y trasladada a la órbita del CODICEN, en una Comisión en 
la que se integran también representantes de las Organizaciones no Gubernamentales y de la Facultad de Sociología. 


Cuando preguntamos qué había pasado con el trabajo anterior, se nos respondió que el Consejo de UTU había iniciado un proceso 
de negociación con la Asamblea Técnico Docente, pero sus representantes no estaban habilitados por el CODICEN y, por lo tanto, 
el grupo se había retirado de su órbita. De todos modos, se empieza a trabajar y se presenta nuevamente una propuesta. Por su 
parte, los asesores del CODICEN plantean algunas visiones particulares que resultan rechazadas en la Comisión por los 
representantes de los cuerpos inspectivos de Secundaria y de UTU, por el representante del Consejo de UTU y por la ATD de UTU. 
Prácticamente, se trabaja hasta agosto, momento en el que se llega a un documento básico, en el que todos estábamos de 
acuerdo en las grandes líneas curriculares, las cuales posteriormente pasarían a la etapa de implementación de la propuesta 
programática. 


En agosto, el CODICEN cita al Consejo de UTU para que explicite sus visiones, éste asiste a la reunión y, cuando comienza, los 
consejeros se dan cuenta de que los dos asesores del Consejo Directivo Central presentan una propuesta que -para resumir- sería 
el compendio de todas las posiciones que habían sido rechazadas en el grupo formado por éste, que es lo que pasamos a 
denominar "documento Papelera de Reciclaje", es decir, todo lo que termina en un archivo luego de que elimino algo. 


Ese grupo se autodisolvió, no porque el CODICEN lo determinara, sino porque la ATD de UTU se negó a participar; lo mismo 
hicieron los representantes del Consejo de UTU, que renunciaron a continuar integrando la Comisión. Por lo tanto, el trabajo quedó 
inconcluso. 


Posteriormente, el Consejo de UTU nos convoca y reflotamos el documento que se había acordado con las ONG, luego de lo cual 
aquél lo eleva al CODICEN -porque entendía que esa debía ser la base de trabajo- con la firma de los delegados de la ATD y de los 
representantes de las distintas ONG presentes. A su vez, ese documento es presentado por el Consejo de UTU a la Asamblea 
Nacional, como propuesta de lo que tiene que ser la transformación educativa de este nivel de formación profesional básica. El 
mismo se encuentra en la página 26 del librillo de resoluciones de la ATD. En la primera hoja aparecen las firmas de los asesores 
del Consejo de UTU, de sus miembros y de los representantes de la ATD. Lo que nos resulta asombroso es de que se trata de la 
primera vez en la existencia de las Asambleas Técnico Docentes que, antes de una transformación educativa, la ATD participa en 
su elaboración. El Consejo, encargado por competencia legal de establecer las políticas de formación profesional, presenta a la 
Asamblea una propuesta de lineamientos curriculares. La Asamblea lo aprobó -si bien no por consenso, porque hubo 5 
abstenciones en 78 delegados presentes- pero tres días después de que la Asamblea Técnico Docente de UTU aprobara el 
documento que el Consejo de UTU le remitiera, el CODICEN, a su vez, aprueba la circular que está aquí, diciendo que se aprueba 
el documento elevado por el Consejo de UTU. Lo dice a texto expreso; en la tercera carilla, en el punto 10, establece que el 
Consejo de Educación Técnico Profesional ha avalado el documento presentado, según nota firmada por la Directora General y por 
los señores Consejeros, refiriéndose al que fue publicado en este librillo de la ATD. Sin embargo, si ustedes comparan los dos 
textos podrán advertir que no tienen nada que ver. 


Entonces, nuestra pregunta es, en primer lugar, ¿qué sentido tiene la participación a la que se nos convoca si, luego, no solamente 
no se toman en cuenta las opiniones sino que, además, posteriormente, la Asamblea Nacional da fe a la propuesta del Consejo de 
UTU y la documentación es manipulada de esta manera tan fuerte. 


Para nosotros, hay elementos claros en este momento. Por un lado, es cierto que el CODICEN tiene competencia para determinar 
las políticas educativas, pero la instrumentación de los programas es competencia específica de los Consejos Desconcentrados. 
Por otro, por esta circular del CODICEN se ha creado un grupo a ese nivel para la elaboración programática. No estamos de 
acuerdo con eso y defendemos lo que es competencia específica de los Consejos Desconcentrados, con sus organismos asesores 
correspondientes, que son: el Cuerpo Inspectivo y la ATD. 


Cuando analicen este documento van a encontrar que hay elementos que nunca fueron discutidos. Uno de ellos es que la 
contratación de docentes y la administración de recursos humanos y económicos de esta propuesta educativa estaría a cargo de 
un coordinador designado por este grupo, directamente dependiente del CODICEN, y no sería competencia de los Directores 
escolares. En los últimos siete años, en la UTU hemos apoyado y demandado, permanentemente, que cambie una realidad 
existente hasta el momento y que los cargos de Directores se llenen por concurso. Hoy el cien por ciento de los Directores ingresan 
por concurso de oposición. Por lo tanto, insistimos en que la competencia de administrar los recursos del Ente le corresponde al 
Consejo Desconcentrado y a aquellas personas que, por concurso, han ingresado a la carrera docente. Pero no aceptamos que 
temas de regulación del Estatuto Docente, como puede ser la contratación o no de docentes -inclusive, como dice el documento, de 
acuerdo a lo que sería el resultado de su opción como docente- quede ahora en manos de un coordinador de un centro educativo 
designado por alguien que no pertenece a la institución UTU. Esto quiere decir que el contrato de ese docente se renovaría de 
acuerdo al resultado que obtenga. 


No estamos de acuerdo, además, con que se modifique el perfil de este cargo, que ahora pasa a ser psicólogo asistente social. 
Entendemos que aquí hay una modificación sustantiva del rol del centro educativo que, en lugar de ser el eje formativo pasa a ser 
de asistencia. No discrepamos con el hecho de que tiene que haber políticas de asistencia de respaldo a la acción educativa, pero 
no se puede sustituir tan fuertemente la acción central de un centro educativo, que es enseñar, para pasar a hacer asistencia 
social. Para eso hay otros organismos del Estado. En el documento que aprobamos con el Consejo de UTU el tema fue incluido, y 
la ATD y las ONG demandamos juntas que, para que estos jóvenes puedan insertarse en un centro educativo, necesitan políticas 
de asistencia en salud, en alimentación, en transporte, etcétera, pero hay organismos del Estado que junto a la enseñanza deben 
coordinarlas, y no que los centros educativos pasen a ser los que se encarguen -como dice el documento- en función de los 
recursos que obtengan en el medio, de garantizar tales políticas. 


Es decir que el tema central no es solamente la modificación textual del documento aprobado por el CODICEN, sino que la 
propuesta que contiene no tiene nada que ver con lo que el Consejo de UTU, su ATD, sus inspectores, los inspectores de 
Enseñanza Secundaria y las ONG acordamos que ¡ba a ser la propuesta educativa. Hasta el momento, cada vez que aparece 
públicamente el CODICEN dice que en todo el proceso está participando la Asamblea Técnico Docente. Hoy, se ha producido un 
cambio en esto: si no se respetan los acuerdos que se firman, más cuando se hacen públicos ante las misiones del BID para 
facilitar el aprovechamiento de los recursos y la capacidad prestataria, no estamos de acuerdo con que se nos utilice. Si hay 
discrepancias con lo que pensamos debe decirse que no se está de acuerdo, no se firmarán documentos fruto de negociaciones, 
cada uno tendrá su visión y la expondrá públicamente en un debate, pero no se puede hacer lo que se hizo. Es la primera vez que 
una ATD de UTU aprueba una propuesta educativa antes de que se aplique la reforma; entonces, no puede ser que el CODICEN 
desvalorice el proceso de negociación, porque es muy difícil a nivel curricular que inspectores, Consejos, asesores, docentes y 
ONG lleguen a una base documental de acuerdo. Este es un proceso que insumió dos años. 


Hoy estamos participando en la elaboración de programas de lo que sería la reformulación de la educación media superior de UTU; 
se formaron 24 Comisiones por área en las que trabajan 24 delegados, la Mesa Permanente hace lo propio en una Comisión 
General con todos los inspectores y tenemos 105 docentes elaborando propuestas de programas. Pero este trabajo se está 
haciendo sólo a nivel de UTU y nos estamos negando a participar en aquellas instancias en las cuales hay representantes o 
actores del CODICEN, no por falta de respeto hacia el rol que le compete a éste, sino porque él nos ha obligado a esta situación. 
Preguntaba uno de nuestros compañeros hace un rato ¿qué sentido tiene participar si después que se concretan acuerdos, todo se 
tira por la ventana y queda algo que es totalmente lo contrario a lo que los actores educativos y sociales habían planteado que 
debía ser? 


Paralelamente a este proceso, el CODICEN toma dos resoluciones. Una de ellas ha sido eliminar la exoneración de horas a los 
miembros de la Mesa Permanente de la ATD. Hasta ahora, las distintas autoridades del CODICEN que han actuado en los 11 años 
de historia de las Asambleas Técnico Docentes han concedido exoneraciones a los miembros de las ATD para que la actividad que 
desarrollan en éstas no afecte sus clases. Es muy profusa la que estamos llevando adelante hoy: prácticamente, cada miembro de 
la Mesa Permanente tiene cinco o seis reuniones semanales. La ATD de UTU ha tomado como criterio que nunca se exonere más 
del 50% de la carga horaria, porque el docente que se separa del centro educativo empieza a diferenciar sus visiones de la de sus 
pares. 


Ahora bien, el CODICEN plantea que nadie puede exonerar más de diez horas si es del interior, y ninguna si es de Montevideo. 
Eso hace que solamente por asistir a reuniones de la Mesa Permanente faltemos treinta veces en el año a los grupos, y es 
imposible que en diciembre podamos compensar las inasistencias. Por lo tanto, eso nos obliga a tener que dejar de participar en la 
Mesa Permanente, salvo que de hecho aceptemos afectar las clases de los alumnos. 


Una segunda dificultad para los docentes del interior -como es el caso del compañero Duarte, que es maestro técnico- es que los 
maestros técnicos dictamos cargas horarias de quince y veinte horas. Entonces, por más que se autorice a exonerar diez horas, no 
es posible exonerar a medio grupo. No somos docentes que dictemos dos horas por semana, sino que los maestros de taller 
tenemos, por lo general, una carga más extendida, lo cual es bastante parecido al sistema de Enseñanza Primaria. 


Hemos planteado, además, que la Asamblea Nacional se pueda realizar en otro mes que no sea febrero. Por reglamento del 
CODICEN se hace en ese mes, pero el problema es que en febrero se hace la elección de cargos de UTU. Por lo tanto, la Mesa 
Permanente no tiene capacidad de citar a los delegados, porque no sabe si tienen horas en la institución. Es por ello que hemos 
solicitado la modificación de este calendario en acuerdo con todas las Mesas Permanentes, para que la elección se realice en los 
seis primeros meses del año y que cada una negocie con el Consejo correspondiente qué día o qué mes se convocará. 


El CODICEN ha negado eso y ha exigido que se haga en febrero. No entendemos por qué ha endurecido su actitud con respecto a 
la participación docente cuando, en realidad, los resultados obtenidos han sido satisfactorios en todos los niveles, en los que no se 
produjo ninguna situación que generara rispidez o dificultad de comunicación. Entonces, repito, no entendemos a qué obedece este 


endurecimiento en cuanto a la participación, tanto con relación a la Asamblea Nacional como a impedir que los miembros docentes 
actúen en la Mesa Permanente en representación de nuestro cuerpo docente. 


Estos serían los tres aspectos que queríamos señalar. 


SEÑOR FYNN.- Por supuesto que respetamos la autoridad que tiene el CODICEN para tomar las decisiones que entienda 
necesarias, pero no entendemos el doble discurso que emplea el Director Nacional de Educación, cuando elogia la participación 
docente y, por otro lado, toma resoluciones restrictivas en ese aspecto. 


A modo de comentario personal, quiero decir lo siguiente. Si me dan argumentos pedagógicos para no hacer la Asamblea en un 
mes que no sea febrero o para no llenar las horas de los docentes, se puede discutir, pero otra cosa es que se tome esa decisión 
en virtud de una resolución del Departamento Jurídico del CODICEN. Nosotros dimos una fundamentación muy clara en lo que 
tiene que ver con la exoneración de horas y con la realización de la Asamblea fuera de ese período. 


Hace más de un mes pedimos una entrevista al CODICEN para discutir estos temas, cuando todavía no conocíamos la resolución 
que luego se adoptó. Casualmente, cuando se toma dicha resolución, decidimos mandar una nota al Consejo de UTU, a MEMFOD 
y al propio CODICEN, en la que expresamos que retirábamos nuestra participación, la suspendiamos. Asimismo, solicitamos una 
entrevista a las Comisiones de Educación y Cultura de ambas Cámaras. Llama la atención que, a la semana de haber pedido esas 
entrevistas, el CODICEN fija una reunión para el día viernes. En la Mesa discutimos la actitud que íbamos a asumir porque, 
realmente, este es un tema que da lugar a un análisis. Llegamos a la conclusión de que no teníamos por qué cortar el diálogo y 
resolvimos concurrir al CODICEN a formular los mismos planteos -e incluso, con más fuerza- que expusimos en el Parlamento. 
Pensamos que los integrantes del CODICEN tienen que exponer su argumentación, y si nos convencen, veremos qué pasa. Pero 
queremos ir a dar la pelea al CODICEN y decir que esta situación llegó a un límite. Entendemos que, incluso -lo expresamos en la 
nota que enviamos- esto pasa hasta por encima de la Ley de Educación y del Estatuto del Docente. Si esto se aplica de la manera 
que se ha planteado, puede llegarse a esos límites. Entonces, queremos garantías de que la participación sea real, pero con esto 
no estamos diciendo que participación sea igual a decisión; ésta la tienen las organizaciones y los respectivos organismos 
superiores, o sea, el CODICEN o el Consejo de UTU. Compartiremos o no esas decisiones, pero queremos opinar y dejar nuestro 
punto de vista bien claro en cada una de las oportunidades que nos den. 


Repito que el viernes concurriremos al CODICEN a hacer este mismo planteo, pero con mayor profundidad y con más argumentos 
técnicos. Entonces, esperamos ver la respuesta que nos van a dar para decidir el camino a seguir. 


SEÑOR RABAZA.- Soy maestro técnico y actualmente me desempeño en la Secretaría de la Mesa Permanente. 


Mis compañeros ya han dicho todo. Simplemente, resumiendo, podría decir que nos queda la duda de si el trabajo que estamos 
realizando y el que nos resta por hacer queda de lado, y se toman decisiones adoptadas por una persona, por el CODICEN o por 
quien sea. Esta es la preocupación que hoy tiene la Mesa Permanente. Tememos que quede por el camino el trabajo que han 
hecho los compañeros a lo largo de este período, así como las tareas que desempeñaron los dos delegados que participaron en la 
Comisión del Ciclo Básico nuevo. Con esto se va perdiendo credibilidad, porque en las escuelas se informa una cosa, pero 
después, teniendo -inclusive- el apoyo del Consejo de UTU, se resuelve otra. 


Como decía el compañero Blengini, actualmente estamos trabajando 100 delegados en la reformulación de los programas de los 
Bachilleratos Tecnológicos, pero nadie nos puede asegurar que mañana eso no quede en el camino y se planteen otras cosas. 


SEÑOR DUARTE.- En realidad, no tengo mucho para decir. En el material que les hemos entregado, los señores Senadores 
podrán observar que hay una producción enorme del cuerpo docente de UTU. En ese sentido, esperamos que se respete el trabajo 
realizado por la ATD de la UTU. 


SEÑORA ARISMENDI.- A modo de constancia, quiero señalar que al comenzar, la delegación decía que la Comisión había 
respondido otorgando la entrevista. Los integrantes de la Comisión -creo que no me equivoco al interpretar el sentir de todos los 
señores Senadores que estamos aquí- han venido mirando con preocupación este tema, incluso, a raíz de otro aspecto, que fue el 
comienzo de un debate sobre una propuesta de titulación universitaria para los docentes. Estamos preocupados por las 
transformaciones que se están dando y de las cuales no tenemos elementos suficientes como para analizarlas, pero sí tenemos 
responsabilidad, porque las modificaciones de la enseñanza a nivel primario y medio, se votaron en el Presupuesto Nacional. Por lo 
tanto, más allá de lo que hayamos votado, el Parlamento es responsable porque en los incisos presupuestales venían incluidos los 
contratos con organismos financieros internacionales. Ustedes mismos señalaban que el BID, en este caso, favoreció esta 
propuesta, pero también podía haberla condicionado. Sin embargo, es un dato muy importante para nosotros que se haya dado 
todo este proceso. 


También nos preocupa -y lo vamos a estudiar en los documentos- lo relativo a la transformación de la enseñanza media en los 
Bachilleratos y en el Ciclo Básico. Al respecto, algunos -desde otros lados del mostrador- deseamos que no suceda que los 
muchachos que egresen de UTU tengan una formación determinada y los del liceo otra. Tampoco hemos visto una evaluación 
sobre este proceso que se inició. 


En concreto, queremos saber si las modificaciones que el CODICEN hace a la propuesta conjunta que se hizo, se debió a alguna 
causa expresa. Nos preguntamos si esto está relacionado o no con las modificaciones a nivel de Enseñanza Secundaria. 


SEÑOR FYNN.- Creo que acá tenemos que separar dos cosas. El préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo fue genérico 
para todos los temas, obviamente con cupos para cada una de las áreas; de todas maneras, insistimos en que como delegados de 
ATD, planteamos en la Comisión en cuanto a la Transformación de la Educación Media Superior la necesidad de un tratamiento 
igualitario de los alumnos de UTU con los de Secundaria. Nos costó bastante trabajo hacer comprender que las oportunidades no 
tenían que ser las mismas y que debían existir caminos que permitieran acceder a estudios superiores, dándole a la gente de 
Secundaria herramientas para poder enfrentarse con el mundo real. 


Como alguien dijo en algún momento, desgraciadamente muchas opiniones de Secundaria hacían parecer que el alumno cursaba 
el Liceo, la Universidad y luego se jubilaba porque el mundo del trabajo no existía. Desde nuestro punto de vista existe un mundo 


real y cuanto más herramientas se tenga para enfrentarlo, será mejor. Es así que la propuesta de la TEMS tanto para los alumnos 
de Bachilleratos como los de Secundaria apuntan a darle más elementos fundamentalmente a estos últimos para salir de allí y 
cursar estudios superiores pero, en particular, para enfrentar ese mundo más real. En el caso de UTU la transformación de los 
Bachilleratos se empezó a realizar en el año 1997. En este sentido se realizó un pedido expreso de la ATD a la MESyFOD que 
luego se extendió a los Consejos de UTU -que fue recibido y se está llevando a cabo- en cuanto a una evaluación y revisión de los 
Bachilleratos, porque había que adecuarlos a las nuevas realidades advirtiendo qué fallas habían tenido luego de cinco años para 
ver qué es lo que había que cambiar. Entonces en estos momentos estamos trabajando en las Comisiones programáticas de los 
Bachilleratos Tecnológicos. 


A esto se suma un tercer elemento que es la formación profesional superior de la UTU. Esta, si bien tiene el enganche después de 
dos años con el segundo año del Bachillerato, entendíamos que desde el punto de vista técnico debía tener una continuidad que le 
permitiera llegar a un nivel de estudios terciarios, ya no universitario, que le permitiera al alumno continuar su formación técnica. 
Todo esto siempre teniendo la puerta de escape hacia la Universidad en el momento en que él lo deseara. En definitiva, la idea es 
que se abrieran todos los caminos posibles y no cerrarlos en esa pirámide que terminaba en un vértice en el que no se podía hacer 
más nada, sino siempre ir agregando escalones. Esto se ha aceptado y la Comisión TEMS trabajó adecuadamente y las 
propuestas de la ATD en conjunto con las de UTU han sido bien recibidas, planteadas y trabajadas. Como bien decía mi 
compañero, a la UTU le queda el trabajo, que empezamos ahora y que continuará el próximo año, de que esa propuesta no quede 
solamente en un papel, sino que sea una idea firme que realmente muestre el avance que queremos lograr. Como dije, esa es una 
vertiente del tema y no tiene nada que ver con este otro planteo. 


A partir de acá podemos separar lo que es el Ciclo Básico en dos partes. Una de las críticas que se realizaron cuando comenzamos 
a trabajar en la Comisión TEMS y que eran válidas, era lo relativo a las carencias que tiene el Plan 96. Si bien la Comisión no era 
entendida en el tema, porque debía considerar los problemas de la Educación Media Superior, creyó conveniente elevar un informe 
al CODICEN planteando la necesidad de trabajar en aquellas deficiencias más grandes del Plan 96, a los efectos de poder 
subsanarlos. Obviamente, la nueva propuesta de los Bachilleratos de todos los programas de Secundaria iban a tener 
repercusiones negativas por los problemas ocasionados por dicho Plan, más allá de que sólo recibiera alumnos comprendidos en el 
mismo. Por lo tanto, había que trabajar en forma paralela de forma tal que el CODICEN planteara la necesidad de rever el Plan 96. 


Lo que sucedía en la UTU era que había que reformular la formación profesional básica y como ATD entendíamos que lo que allí 
existía era lamentable. Por esa razón realizamos un plan piloto que, lamentablemente, no pudo pasar de cuatro las Escuelas con 
áreas muy determinadas. Entonces, dentro de esa reformulación se plantea, junto al Consejo de UTU, hacer un Ciclo Básico que 
permita empezar a transformar esa formación profesional básica, dándole el elemento de Ciclo Básico para que el alumno pueda 
tener una continuidad educativa. 


SEÑOR BLENGIN!I.- La señora Senadora Arismendi se refirió a la delegación tan masculina que se había hecho presente en el día 
de hoy. Precisamente, ello es así porque es propio de la cultura de UTU. Si bien el 50% de las matrículas están estudiando ofertas 
educativas en el área de servicio, turismo, administración, informática, etcétera, en nuestro país la cultura educativa en la formación 
profesional es básicamente la que aquí está representada: un docente agrario, uno de electrónica, uno de mecánica y uno de 
electricidad. Históricamente la población uruguaya ha tenido dos grandes vertientes: los hijos de familias con mayor capacidad 
económica que cursaban Secundaria para luego ir a la Universidad y aquellos de familias económicamente más desfavorecidas 
que asistían a la enseñanza técnica para formarse como trabajadores. El problema del cambio a que hacía referencia mi 
compañero Fynn, es que hoy no alcanza solamente con saber manejar las manos, sino que hay saber pensar; desde nuestra 
visión, también hay que saber ser un trabajador y no alcanza solamente con el hacer y el pensar. Esto forma parte de la cultura 
institucional. 


En la década del 80, a través de ciertas visiones de corte más bien neoliberal, en el sentido de regular la formación profesional, 
reducir el rol del Estado, transferir la formación profesional a las empresas, etcétera, ha habido todo un debate que a Uruguay lo ha 
tocado un poco de costado ya que se han dado experiencias muy fuertes como las de Chile Joven, Pro Joven o Segunda 
Oportunidad en Argentina. Lo que han hecho ha sido transferir las potestades a través del famoso polimodal, es decir, eliminar la 
formación para el trabajo a nivel de ofertas educativas estatales y transferirlas al sector empresarial argumentando que el nivel 
tecnológico no se puede reproducir en el centro educativo o que es muy costoso el mantenimiento de parques industriales. En 
realidad, ahí hay otro trasfondo y es que cuando se transfieren a las empresas -que se guían por el interés del rendimiento 
económico- la formación del trabajador, solamente se ocupa de aquellos jóvenes que va a contratar como sus empleados y no del 
resto. Entonces, ¿qué sucede en un país en el cual tenemos una tasa de desempleo juvenil del 50%? ¿Qué sucede cuando la 
mayoría de los jóvenes no tiene posibilidades de acceder a un empleo? Las propias empresas no van a apostar a formarlos, porque 
no es su competencia puesto que la formación le atañe al Estado y no a los empresarios. En Uruguay se han dado algunas 
experiencias en este sentido, algunas de las cuales se impulsaron fuertemente desde lo que fue el INJU con algunos programas de 
Pro Joven. Aclaro que no me refiero al INJU o al Pro Joven, sino a determinados programas que se ejecutaron; por ejemplo, aquel 
que financiaba a jóvenes para que asistieran a un curso en un instituto privado una o dos veces por semana, pretendiendo resolver 
su situación económica y social, lo cual no es así. 


Quiero trasmitir un hecho que para nosotros es histórico: la primera vez que nos reunimos con la misión del Banco Interamericano 
de Desarrollo, fue la primera vez que aprobamos una propuesta de reforma educativa que nos da el Consejo, rechazada por el 
CODICEN. Precisamente, cuando asistimos a dicha entrevista, tomamos el ascensor junto con los representantes del Banco 
Interamericano de Desarrollo a quienes no conocíamos. En ese momento, nos preguntaron qué hacíamos allí y nos pusimos a 
charlar. Cuando llegamos al mismo lugar, nos dimos cuenta que habíamos hablado informalmente en el ascensor y sin saberlo de 
lo que íbamos a considerar en la entrevista. Lo cómico del hecho fue que el Jefe de la misión del Banco Interamericano de 
Desarrollo, que era chileno, dijo que había escuchado a un docente explicar qué se quería hacer con los jóvenes que desertaban 
del sistema educativo y que le parecía sensato. Es más, nos pidió que explicitáramos toda la visión que teníamos conjuntamente 
con el cuerpo inspectivo, y dijeron que no habían escuchado mejor síntesis de lo que nos parecía correcto hacer que la que 
habíamos dado. En esa oportunidad le preguntaron a los consultores del CODICEN por qué no estaban de acuerdo, quienes no 
respondieron nada; sólo dijeron que ellos apuntaban a solucionar el problema de la pobreza y de la deserción. En este sentido, el 
Jefe de la misión del Banco Interamericano de Desarrollo manifestó que eso no iba a solucionar ni el problema de la pobreza en el 
Uruguay ni la deserción del Ciclo Básico. 


La mitad de los jóvenes varones que llegan a los quince años abandonan el sistema educativo. Por lo tanto, esta propuesta apunta 
a ser una alternativa más que intente recuperar, a través de una política formativa y de asistencia, a jóvenes que no van a 
conseguir empleo y que, por lo tanto, quedarán en la esquina sentados consumiendo un montón de cosas, viviendo una cantidad 
de situaciones sociales en las que no queremos que estén. 


Por lo tanto, esa fue la visión que compartimos con el Consejo de UTU. No alcanza solamente con formar con miras al mundo del 
empleo, sino que también hay que formar a los jóvenes como ciudadanos. Tampoco alcanza con ofrecer una propuesta formativa, 
sino que también hay que brindar una de asistencia. Sin embargo, esto no significa sustituir los aspectos formativos por los de la 
asistencia ni tampoco que se desregulara la función del docente para pasar a tener un asistente social o un psicólogo. 


Esto formó parte de algunas dinámicas que se impulsaron a través del INJU y de Pro Joven, entre otros, pero no de las culturas 
institucionales de la enseñanza técnica. Aclaro que esto no quiere decir que, por ser de otros organismos, no se puedan considerar. 
En 1995 el Banco Interamericano de Desarrollo y la OIT organizaron un seminario sobre la formación para poblaciones vulnerables. 
Sobre el particular, también existe un libro publicado por Germán Rama, donde expresa que las ONG en el Uruguay han logrado 
dos cosas importantes. Una de ellas, es la penetración en la sociedad, y la otra la modificación de algunos criterios didácticos que 
son muy buenos. Sin embargo, también dice que a través de esa experiencia, sólo se transformaron en agencias de colocaciones, 
es decir, no revierten las condiciones del mercado y no pueden generar empleos. Por lo tanto, quedan limitados a los trabajos que 
se puedan conseguir. 


De modo que esa lógica no solamente violenta la cultura institucional, sino también lo que es necesario hacer. Digo esto porque no 
podemos reducir la acción de la UTU solamente a las posibles pasantías que pueda conseguir, ya que las mismas no se logran 
porque no hay empleo. Entonces, ¿qué hacemos? Como no hay empleo, ¿acotamos la acción formativa del joven a esa realidad? 
Dentro de cincuenta años estos jóvenes van a ser la población activa y los ciudadanos con posibilidad de conducción política en la 
sociedad, no habiendo culminado siquiera el nivel básico de formación. Estoy hablando del cincuenta por ciento de los jóvenes. 
Entonces, para nosotros no se trata, como lo decían los consultores del CODICEN, de que nos encerremos en una cultura 
institucional, sino en una visión de la educación como tal, con perspectivas de futuro. 


La esencia de las dos diferencias está en el documento firmado por el Banco Interamericano de Desarrollo, donde se establecen 
dos objetivos: culminar la educación media básica obligatoria -esto no es por una formalidad, sino por los contenidos que implica- y 
permitir el acceso a una formación profesional de base, no altamente especializada porque todo no se puede desarrollar tan 
rápidamente. Además, tampoco existe tanta seguridad de que consigan empleo en tal nicho ocupacional, por lo que no tiene 
sentido especializarlo, porque se ha demostrado que sus opciones las encuentran en familias anexas a esas. Pero sí hay que 
tomar esos dos ejes. La resolución del CODICEN considera que la formación profesional -ni siquiera sería profesional, sino 
solamente tecnológica- pasa a ser la equivalencia del ciclo básico, pero eso no es un ciclo básico terminado. Esas competencias 
tecnológicas no van a permitir que el joven después haga un Bachillerato o una formación de nivel superior. Por lo tanto, es una 
mala inversión desde el punto de vista económico apuntar a dar una acreditación educativa que después en las estadísticas va a 
aparecer como que la persona culminó la educación media, cuando en los hechos no cuenta con las capacidades que esto implica. 
Entonces, al joven se lo va a estimular a hacer una formación profesional superior o un Bachillerato Tecnológico, pero no va a poder 
desarrollar esa oferta educativa porque aquellos dominios que se requieren no los ha obtenido. 


Repito que no es una formación profesional la que aprobó el CODICEN, sino tecnológica de base para el conjunto de familias 
ocupacionales, como se expresa textualmente. Lo único que es común a todas las ocupaciones que existen, es saber leer y 
escribir, y eso de "profesionalizante" no tienen nada, y no forma para el mundo del trabajo. Esto va a ser una formación para un 
"pinche" en una oficina o para un alcanza pinzas en un taller, pero para esto no necesita una educación académica en la UTU, sino 
que son conocimientos que se adquieren como aprendiz en la realidad. 


Es más; los Inspectores propusieron una acreditación que era Auxiliar de un Operario Calificado, que es el mínimo nivel que el 
mercado reconoce como acreditación; se trata de un título de semicalificación. La propuesta fue aprobada por el CODICEN como 
Auxiliar de Asistente de Operario -ni siquiera calificado- y esto no existe en el mercado de trabajo. Es decir que ninguna empresa va 
a acreditar o a validar a un joven que presente un certificado que diga que es Auxiliar de un Asistente de un Operario no calificado. 
Entonces, por acortar los procesos formativos y por reducir los tiempos, a efectos de lograr una acreditación en papel, después el 
joven no consigue empleo ni tampoco se lo forma como ser humano. 


De modo que esta es la discrepancia central que tenemos con la propuesta, más allá de la falta de capacidad del CODICEN para 
conducir una transformación participativa y del hecho de que se ha firmado un documento y luego se lo modifica; esto, 
formalmente, es demasiado grueso. 


Entonces, lo central es que defendemos la autonomía del CETP. Si no hubiéramos podido ponernos de acuerdo entre autoridades, 
Inspectores y docentes acerca de qué hacer con estos jóvenes y si las ONG hubieran dicho que no les servía lo que estábamos 
planteando, sino que firmaban la propuesta del Consejo de UTU, entonces contratar consultores tendría sentido. Pero no lo tiene 
cuando las propias ONG, las autoridades, Inspectores y docentes están de acuerdo con lo que hay que hacer. Este es otro tema 
que nos preocupa. 


Por otro lado, debo decir que en el último año se ha gastado más dinero del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo, y 
eso es responsabilidad también del Parlamento porque lo habilitó para una ejecución concreta, pero paralelamente y con 
desconocimiento de lo que hacíamos los actores institucionales se ha gastado más dinero en contratar consultoras para diseñar lo 
que aprobó el CODICEN que lo que destina para materiales en los talleres de la UTU. Todos los estudios que hizo MESyFOD dicen 
que el 80% de los alumnos que se van manifiestan que lo hacen porque no hay material en los talleres de UTU. 


Entonces, hasta por un criterio de eficiencia no puede ser que se contraten consultores para suplantar a órganos específicos 
creados por ley, como es la UTU, que tiene competencia específica y técnica en el tema, y en definitiva se terminan violentando los 
acuerdos que se hicieron. 


De modo que si esto va atado a la visión del Bachillerato Tecnológico y del Bachillerato diversificado de Secundaria, debo decir que 
no tiene nada que ver; es divergente. Es la penetración en la ANEP de culturas o visiones propias de los procesos de regulación de 
la formación profesional de la década del 80 en otros países de América Latina. Los mismos no han dado resultado en el Uruguay y 


por ese motivo no están siendo financiadas. Por algo el Banco Interamericano de Desarrollo no está financiando estas políticas, 
sino la formación a través de la UTU. Como lo dijo un técnico chileno, "Vinimos, estudiamos en el Uruguay dos años y nos dimos 
cuenta de que en este país no hay cambio en la sociedad si no es por la educación, que está en manos del Estado." Esto no es 
Chile, sino que es Uruguay, y la educación es estatal, lo cual forma parte de la cultura y del ideario uruguayo. Entonces, no tiene 
sentido que se busque contratar consultores que justamente trabajaron en esos programas. Pensamos -y lo incluimos en la 
solicitud de la entrevista- que tal vez se hizo para atender o cubrir demandas laborales de consultores que han quedado cesantes 
en la CECAP, en la JUNAE, en el INJU o en donde sea, pero no tienen experiencia en instituciones educativas, nunca ejercieron la 
docencia, la inspección ni la conducción de instituciones educativas. 


También nos preocupa, más allá del cambio de funciones, qué sentido tiene traer asistentes sociales. En definitiva, parecería que 
ahora queremos traer lo que funcionaba antes en organismos paraestatales e introducirlos en las escuelas de la UTU. No nos 
interesa la "Cecaptización" de la UTU; no sé si se entiende lo que quiero decir. Esta institución tiene una historia muy noble y los 
títulos uruguayos hoy son un pasaporte para el egreso. Actualmente, una persona va a Europa con una formación profesional de la 
UTU y tiene más posibilidades de conseguir empleo que con un título universitario. 


Entonces, no nos interesa ese cambio de la visión de lo que es la UTU. Esta tiene una óptica, que es formar para el mundo del 
trabajo. Eso implica dar conocimiento y formar a un ser humano integralmente, y esta es la función que tiene. También da respaldo 
de asistencia, porque se trata de jóvenes pobres -lo sabemos y, si no la brindamos, no podrían terminar la enseñanza- y apuntamos 
a que esa formación para el trabajo no sea sesgada de la formación integral, es decir, que se le permita seguir estudiando y que no 
se dé la división de trayectos sociales a través del sistema educativo. 


Esta es la visión que tenemos, compartida por todos los actores docentes y funcionarios de la UTU. Se trata de un problema de 
políticas educativas que no se han explicitado por el CODICEN, sino que se introducen por la lógica de contratar consultores sin 
actuación en la Institución. Ese es el problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Educación y Cultura agradece la presencia de ustedes en el día de hoy. Como sabrán, 
no es habitual que ingresemos a la discusión de estos temas, pero la versión taquigráfica de esta sesión va a ser enviada a los 
organismos correspondientes. Confiamos en encontrar un camino en estos temas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 39 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


